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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL

Sala de Justicia y Paz

Magistrada Ponente

Lèster M. González Romero

Aprobado Acta No 12  
Bogotá D.C.,  veintinueve (29) de noviembre de  dos mil siete (2007)

DECISIÓN 

Resuelve la Sala lo concerniente a la solicitud de “Audiencia de Conocimiento” presentada por el delegado de la Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz, en lo que hace al desmovilizado, presunto integrante del Frente CELESTINO MANTILLA  de las Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio JOSÉ DAMASO CUESTAS HERNÁNDEZ.

ANTECEDENTES
Al acto de la diligencia de la Audiencia pública dispuesta por la Sala con el fin de conocer los fundamentos de lo solicitado, intervinieron el Señor Fiscal Delegado de la Unidad de Justicia y Paz y el Delegado de la Procuraduría General de la Nación.

En su oportunidad, informa el Fiscal delegado que pudo verificar que JOSÉ DAMASO CUESTA HERNÁNDEZ, se desmovilizó el siete (7) de febrero de 2006 en el municipio de Puerto Triunfo (Antioquia) como integrante de las Autodefensas Unidas Campesinas del Magdalena Medio, Frente Celestino Mantilla, manifestando su deseo de acogerse a la Ley 975 de 2005.

Con aquella finalidad, el Gobierno Nacional lo postula ante la Fiscalía General de la Nación, habiéndose asignado el Fiscal de conocimiento el 15 de agosto de 2006.

Consecuente con lo anterior el 9 de mayo de 2007, el Fiscal asignado dispone la convocatoria y emplazamiento de víctimas indeterminadas así como el impulso procesal que correspondía en los términos de la ley 975 de 2005, decisión que no fue posible comunicar al ciudadano postulado, por cuanto se acreditó su muerte violenta ocurrida el 17 de abril de 2006.

La fecha y circunstancias modales de la muerte violenta del postulado se acreditan en autos mediante Certificado de defunción con el indicativo serial No. 5344037 de la Registraduria Nacional de Guaduas Cudinamarca.

El delegado de la Procuraduría General de la Nación, destaca que no considera procedente que la decisión a tomar, desde una óptica jurídica lo sea la “Preclusión de la investigación”  por la muerte del procesado. Lo anterior por cuanto  aquella decisión necesariamente debe hallarse vinculada a unos “hechos” concretos por los que se supone que se precluye el averiguatorio; “hechos”  sobre los cuales no se cuenta con evidencia alguna que los ubique no solo por su naturaleza, sino en un marco de tiempo y espacio. Bajo ese entendido concluye, que la decisión a tomar, solo puede reducirse a una declaratoria de “Imposibilidad de proseguir con el procedimiento de Ley 975 de 2005” 

Aquella posición por cuanto mal podría adoptarse una declaratoria de preclusión de la investigación, sin que se determinen los hechos con los que la misma tenga fuerza vinculante.
CONSIDERACIONES

La sala es competente para resolver lo pedido, conforme a lo reglado por los artículos  331,332-1º  de la Ley 906 de 2004 y 82 de la Ley 599 de 2000 y atendido la posición jurisprudencial de la H. Sala de Casación Penal en su decisión del 28 de octubre del año en curso, Radicado No.28492,  siendo Magistrado Ponente el Doctor Yesid Ramírez B.
Como puede verse, la petición ofrecida por la Fiscalìa se orienta en definitiva, a la extinción de la acción penal por muerte y su obvia exclusión de procedimiento previsto por la Ley 975 de 2005,  iniciado conforme a la ritualidad prevista por la Ley 975 de 2005, en relación con el  postulado JOSÉ DAMASO CUESTAS HERNÁNDEZ,

En relación con la postura del Ministerio Público,  destaca la Sala que acreditado como se encuentra la muerte del postulado y su voluntad manifiesta de someterse a la Ley 975 de 2005, ha de entenderse que el procedimiento que se busca finalizar, es aquel que  conforme a lo dispuesto por el artículo 2º  de la Ley 975 de 2005, se orientó a la  “ a la investigación, procesamiento, sanción y beneficios judiciales” que se estimularan  en relación con el postulado fallecido,  dentro de los precisos limites de la Ley 975 de 2005.
La limitante referenciada, atendido que en los términos de la legislación de transición  -Ley 975 de 2005- y del  Decreto 4760 de 2005, los hechos que generaron el sometimiento del postulado no pueden ser distintos que aquellos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a la  ilegal organización y hasta  la entrada en vigencia de la Ley 975 de 2005
.
Finalmente  y en lo que tiene  que ver con los  hechos sobre los que pueda tener efecto vinculante la decisión de preclusión de investigación que se resuelve por la muerte del postulado, aspecto puntual que por igual cuestiona el Delegado de la Procuraduría, estima la Sala, que estos lo serán todos y cada uno sobre los que a futuro se llegare a acreditar, que fueron cometidos por el desmovilizado desde su ingreso a la organización, y hasta la fecha de entrada en vigencia de la Ley 975 de 2005, siempre que se hayan cometido en las condiciones en que lo exige la citada legislación, esto es, con ocasión de su militancia a la ilegal organización y sin perjuicio de los derechos de las victimas 
.
Las  motivaciones anteriores respaldadas además, en que es la misma Ley 975 de 2005 la que autoriza, se acumulen a este procedimiento especial de Ley 975 de 2005, incluso, todas las  actuaciones que se adelanten ante la justicia ordinaria, en relación con  los desmovilizados y por hechos que  por igual, se hayan cometido durante y con ocasión de  su pertenencia a la organización al margen de la ley
. 
Hechas las anteriores precisiones, como de acuerdo al principio de “complementariedad” que se establece por el artìculo 62 de la Ley 975 de 2005, para aquellos aspectos no regulados en esa legislación, habrán de aplicarse a mas de la Ley 782 de 2002, el Código de Procedimiento Penal, esto es ley 600 de 2000 y 906 de 2004 vigentes para la fecha de  promulgación de la Ley, debe entenderse entonces, que  por la identidad que guarda con esta Ley de transición, la Ley 906 de 2004 que desarrolló el sistema penal acusatorio implementado en Colombia por el Acto legislativo 003 de 2002, y en lo que tiene que ver con sus principios rectores de celeridad y oralidad, habrá de acudirse entonces a los requisitos que conforme a esta misma legislación, se exigen para la preclusión de la investigación.

Finalmente, teniendo en cuenta además que en relación con el postulado fallecido, se verifica que si bien la actuación se hallaba en una etapa pre-procesal, no obstante judicializado ante la Fiscalìa General de la Naciòn,  como frente a lo normado por los  artículos 332-1º de la Ley 906 de 2004 y 82-1º de la Ley 599, la preclusión de la investigación se impone en los eventos de muerte del investigado como acá se acreditó, así se resolverá en torno a la ritualidad dispuesta por la Ley 975 de 2005,  que se venia adelantado en relación con el postulado JOSÉ DAMASO CUESTA HERNÁNDEZ y, sin perjuicio de los derechos de las victimas.
Por lo expuesto, la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá DC.,
RESUELVE

PRIMERO: PRECLUIR LA INVESTIGACIÒN  que por la ritualidad prevista por la Ley 975 de 2005 se adelantó en relación con el postulado JOSE DAMASO CUESTA HERNANDEZ.

SEGUNDO: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación

TERCERO: Ejecutoriada esta decisión, archívese la presente actuación.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Lester María González Romero
Magistrada

Eduardo Castellanos Rozo 

Magistrado

Uldi Teresa Jiménez López

Magistrada

Jorge Cruz Rojas

Secretario

�Artìculo 2º Ley 975 de 2005 ARTÍCULO 2o. AMBITO DE LA LEY, INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN NORMATIVA. La presente ley regula lo concerniente a la investigación, procesamiento, sanción y beneficios judiciales de las personas vinculadas a grupos armados organizados al margen de la ley, como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia a esos grupos, que hubieren decidido desmovilizarse y contribuir decisivamente a la reconciliación nacional.


La interpretación y aplicación de las disposiciones previstas en esta ley deberán realizarse de conformidad con las normas constitucionales y los tratados internacionales ratificados por Colombia. La incorporación de algunas disposiciones internacionales en la presente ley, no debe entenderse como la negación de otras 


normas internacionales que regulan esta misma materia.


La reinserción a la vida civil de las personas que puedan ser favorecidas con amnistía, indulto o cualquier otro beneficio establecido en la Ley 782 de 2002, se regirá por lo dispuesto en dicha ley”.


ARTÍCULO 10. REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD PARA LA DESMOVILIZACIÓN COLECTIVA.


Podrán acceder a los beneficios que establece la presente ley los miembros de un grupo armado organizado al margen de la ley que hayan sido o puedan ser imputados, acusados o condenados como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia a esos grupos, cuando no puedan ser beneficiarios de algunos de los mecanismos establecidos en la ley 782 de 2002, se regirá por lo dispuesto en dicha ley.





Decreto 4760 de 2005. Artículo 1°. Ambito de aplicación. Las conductas delictivas cometidas por los miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley durante y con ocasión de su pertenencia al grupo, que no queden cobijadas armados organizados al margen de la ley durante y con ocasión de su pertenencia al grupo, que no queden cobijadas por la Ley 782 de 2002, podrán ser investigadas y juzgadas por el procedimiento previsto en la Ley 975 de 2005 cuando hayan sido realizadas antes del 25 de julio de 2005, siempre que los desmovilizados se encuentren en los listados que el Gobierno Nacional remita a la Fiscalía General de la Nación y reúnan además los requisitos de elegibilidad de que tratan los artículos 10 y 11 de la misma, según corresponda. 


En todo caso, el otorgamiento de los beneficios jurídicos contemplados por la Ley 782 de 2002 para los delitos políticos y conexos no excluye la responsabilidad penal por las demás conductas punibles, la cual podrá hacerse efectiva mediante el procedimiento previsto en la Ley 975 de 2005 o por el previsto en las leyes vigentes al momento de su comisión cuando aquel no sea procedente de conformidad con los requisitos legales. 


�ARTÍCULO 5o. DEFINICIÓN DE VÍCTIMA. Para los efectos de la presente ley  se entiende por víctima la persona que individual o colectivamente haya sufrido daños directos tales como lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan transgredido la legislación penal, realizadas por grupos armados organizados al margen de la ley.


También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera permanente, y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida.


� ARTÍCULO 20. ACUMULACIÓN DE PROCESOS Y PENAS. Para los efectos procesales de la presente ley, se acumularán los procesos que se hallen en curso por hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia del desmovilizado a un grupo armado organizado al margen de la ley. En ningún caso procederá la acumulación por conductas punibles cometidas con anterioridad a la pertenencia del desmovilizado al grupo armado organizado al margen de la ley.


Cuando el desmovilizado haya sido previamente condenado por hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a un grupo armado organizado al margen de la ley, se tendrá en cuenta lo dispuesto en el Código Penal sobre acumulación jurídica de penas pero en ningún caso, la pena alternativa 


podrá ser superior a la prevista en la presente ley.


ARTÍCULO 22. INVESTIGACIONES Y ACUSACIONES ANTERIORES A LA DESMOVILIZACIÓN. Si para el momento en que el desmovilizado se acoja a la presente ley, la Fiscalía adelanta investigaciones o formuló acusación en su contra, el imputado, o acusado, asistido por su defensor, podrá oralmente o por  escrito aceptar los cargos consignados en la resolución que le impuso medida de aseguramiento, o en la formulación de imputación, o en la resolución o escrito de acusación, según el caso. Dicha aceptación deberá hacerla ante el magistrado que cumpla la función de control de garantías en las condiciones previstas en la presente ley.
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